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BUZÓN TRIBUTARIO. LAS REGLAS 2.2.6. Y 2.2.7. DE LAS RESOLUCIONES MISCELÁNEAS FISCALES 
PARA 2015, LA PRIMERA, Y PARA 2016 Y 2017, LA SEGUNDA, NO VULNERAN EL ARTÍCULO 17-K, 
ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL PREVER QUE PARA RECIBIR EL 
AVISO DE NOTIFICACIÓN RESPECTIVO, LOS CONTRIBUYENTES INGRESARÁN ENTRE UNA Y 
MÁXIMO CINCO DIRECCIONES DE CORREO ELECTRÓNICO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron una misma cuestión jurídica, consistente en 
determinar si la regla 2.2.6. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, así como las reglas 2.2.7. de las 
Resoluciones Misceláneas Fiscales para 2016 y 2017, respectivamente, cuyos textos son esencialmente coincidentes, 
establecen los "mecanismos de comunicación", de acuerdo con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 17-K del 
Código Fiscal de la Federación, al indicar que los contribuyentes para elegir el mecanismo de comunicación "ingresarán 
una y máximo cinco direcciones de correo electrónico", a efecto de que les sean enviados los avisos de las nuevas 
notificaciones que se practiquen por buzón tributario, y arribaron a posturas discrepantes, puesto que un Tribunal 
Colegiado consideró que la Regla 2.2.7. de la Resolución Miscelánea Fiscal de 2017 no es contraria ni excede lo 
dispuesto en el referido artículo, ya que la frase "mecanismos de comunicación", contenida en el precepto legal 
indicado, puede concebirse como una pluralidad de direcciones de correo electrónico, en tanto que cada una constituye 
un mecanismo diferente entre sí, mientras que el otro Tribunal determinó lo contrario, al estimar que las reglas 
analizadas establecieron un solo medio de comunicación y no varios. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el hecho de que las 
reglas 2.2.6. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, y 2.2.7. para las Resoluciones Misceláneas Fiscales para 
2016 y 2017, respectivamente, establezcan que para elegir el mecanismo de comunicación a través del que se ha de 
recibir el aviso de notificación de que existen mensajes en el buzón tributario, los contribuyentes "ingresarán una y 
máximo cinco direcciones de correo electrónico", no transgrede el artículo 17-K del Código Fiscal de la Federación, 
pues prevén con claridad, de entre todos los medios de comunicación existentes, el que será utilizado para poder recibir 
los avisos, sin importar que se trate de un solo tipo de vía de comunicación. 
Justificación: El artículo 17-K, último párrafo, del Código Fiscal de la Federación dispone que la autoridad fiscal deberá 
enviar un aviso de que existe un mensaje en el buzón tributario a través de los mecanismos de comunicación que el 
contribuyente elija de entre los que se den a conocer mediante reglas de carácter general. De su interpretación 
teleológica y evolutiva se concluye que cuando el legislador utilizó el término "medios de comunicación" en plural, 
confirió a la autoridad administrativa una facultad amplia para definir, de entre los "mecanismos" existentes, cuál o 
cuáles serán los que podrá elegir el contribuyente, sin constreñirla a establecer siempre más de un tipo. De ahí que se 
considere que las reglas vigentes en 2015, 2016 y 2017 respetan esa norma al dar al contribuyente la opción de señalar 
como mecanismo de comunicación o de contacto para enviarle el aviso de notificación en el buzón tributario únicamente 
el correo electrónico, pues pueden señalar entre una y hasta cinco direcciones distintas. Incluso, aun cuando el artículo 
17-K del citado ordenamiento fue reformado, el legislador no acotó que deban ser señalados uno o varios medios de 
comunicación, ni ha especificado cuál de ellos debe ser utilizado, sino que ha dejado a la autoridad administrativa la 
posibilidad de definirlos. 
 
SEGUNDA SALA. 
Contradicción de tesis 336/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en Materia Administrativa 
del Décimo Segundo Circuito y Primero en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 3 de agosto de 
2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Liliana Hernández Paniagua. 
Tesis y criterio contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver las revisiones 
administrativas 110/2015, 9/2016, 30/2016, 35/2016 y 44/2016, las cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia 
XVII.1o.P.A. J/13 (10a.), de título y subtítulo: "BUZÓN TRIBUTARIO. LAS REGLAS 2.2.6. Y 2.2.7. DE LAS 
RESOLUCIONES MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015 Y 2016, RESPECTIVAMENTE, AL PREVER UN SOLO MEDIO 
DE COMUNICACIÓN PARA QUE LOS CONTRIBUYENTES QUE CUENTEN CON AQUÉL RECIBAN LOS AVISOS 
ELECTRÓNICOS ENVIADOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, INCUMPLEN LA OBLIGACIÓN 
CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 17-K, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de mayo de 2017 a las 10:31 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 42, Tomo III, mayo de 2017, página 1571, con número de 
registro digital: 2014351; y, 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito, al resolver el 
amparo directo 22/2021. 
Tesis de jurisprudencia 44/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
veinticuatro de agosto de dos mil veintidós. 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2022, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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IMPUESTO AL VALOR AGREGADO (IVA). LA EXENCIÓN DE SU PAGO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
15, FRACCIÓN IV, DE LA LEY RELATIVA, NO ES APLICABLE A LOS PARTICULARES QUE PRESTAN EL 
SERVICIO DE EDUCACIÓN INICIAL (GUARDERÍA), POR NO SER SUJETOS DE AUTORIZACIÓN O 
RECONOCIMIENTO DE VALIDEZ OFICIAL CONFORME A LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN VIGENTE 
EN 2013. 
 
Hechos: Una persona moral que presta el servicio de educación inicial –guardería– promovió juicio de 
nulidad en contra de la determinación que le finca un crédito fiscal por concepto de impuesto al valor 
agregado (IVA). La Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa declaró la validez de la 
resolución impugnada. Inconforme, aquélla promovió juicio de amparo directo al estimar que dicho servicio 
debe considerarse con el reconocimiento de validez oficial previsto en la Ley General de Educación 
abrogada, por el registro que obtuvo en términos de la Ley de Educación del Estado de México. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito establece que la exención prevista en el artículo 15, 
fracción IV, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, no es aplicable a los particulares que prestan el 
servicio de educación inicial –guardería–, ya que la Ley General de Educación vigente en 2013 no prevé 
que dicho servicio requiera de autorización o reconocimiento de validez oficial, no obstante que cuenten con 
registros otorgados conforme a las leyes locales. 
 
Justificación: Lo anterior, porque el artículo 15, fracción IV, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado prevé 
que no pagarán ese tributo por la prestación de servicios de enseñanza quienes tengan autorización o 
reconocimiento de validez oficial de estudios, en los términos de la Ley General de Educación (abrogada) 
incluidos los servicios educativos de nivel preescolar. De esto se sigue que quienes no cuenten con esa 
autorización o reconocimiento, no podrán obtener el beneficio ahí indicado. Ahora, del precepto 54 de la ley 
general citada se obtiene que el legislador, conforme al artículo 3o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, dispuso que requieren de autorización expresa del Estado los particulares que 
impartan educación preescolar, primaria, secundaria, normal y demás para la formación de maestros de 
educación básica; mientras que tratándose de estudios distintos a éstos, se podrá obtener reconocimiento 
de validez oficial. Luego, del precepto 59 de la última ley mencionada, se desprende que la educación inicial 
no requiere de reconocimiento de validez oficial. De lo que se sigue que si la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado remite únicamente a la Ley General de Educación para obtener la exención del pago del impuesto 
referido y ésta no contempla como nivel educativo que necesite la autorización o reconocimiento de validez 
oficial a la educación inicial –guardería–, entonces, es claro que los particulares que lo prestan no son 
sujetos de la aplicación del beneficio fiscal, no obstante que tengan autorización o registro emitido por una 
autoridad estatal para prestar dicho servicio, pues es un supuesto que no se contempla en la norma. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 462/2021. 4 de mayo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada 
Jungo. Secretaria: Claudia Rodríguez Villaverde. 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA EXENCIÓN DE SU PAGO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 93, 
FRACCIÓN VIII, DE LA LEY RELATIVA, ES INAPLICABLE A LOS INGRESOS OBTENIDOS POR UN 
CONTRIBUYENTE JUBILADO, DERIVADOS DE UN CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, AL NO SER 
UNA PRESTACIÓN DE PREVISIÓN SOCIAL, PORQUE AQUÉL NO ES UN TRABAJADOR EN ACTIVO. 
 
Hechos: Un contribuyente solicitó al Servicio de Administración Tributaria (SAT) la devolución del pago de lo 
indebido por concepto de impuesto sobre la renta (ISR), por fondo de pensiones o jubilaciones y prima de 
antigüedad, la cual le fue negada, al considerar que los recibos de pago por concepto de cuotas de 
jubilación proporcionados no se otorgaron a un trabajador en activo. En su contra promovió juicio de nulidad 
y la Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa declaró la validez de la resolución 
impugnada; inconforme promovió juicio de amparo directo en el que argumentó que dichas percepciones 
deben estimarse como prestaciones de previsión social, por derivar de un contrato colectivo de trabajo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que a los ingresos obtenidos por un 
contribuyente jubilado, derivados de un contrato colectivo, les es inaplicable la exención prevista en el 
artículo 93, fracción VIII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, pues no son prestaciones de previsión 
social, al no ser aquél un trabajador en activo, por lo que deben tratarse de conformidad con la fracción IV 
del artículo 93 de la ley referida. 
 
Justificación: Lo anterior es así, porque el artículo 93, fracciones IV y V, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta prevé un beneficio fiscal a favor de todos los pensionados y jubilados. A diferencia de lo anterior, su 
fracción VIII señala que no se pagará el impuesto sobre la renta por la obtención de los ingresos percibidos 
con motivo de subsidios por: a) incapacidad, b) becas educacionales para los trabajadores o sus hijos, c) 
guarderías, d) actividades culturales y deportivas; y, e) otras prestaciones de previsión social o de 
naturaleza análoga; exención condicionada a que esos subsidios se concedieran de manera general, de 
acuerdo con las leyes o por contratos de trabajo. Luego, su fracción IX establece que la previsión social 
referida en la fracción VIII citada, es la fundada en el precepto 7, quinto párrafo, de dicha ley que, a su vez 
dispone que no se considerará previsión social a las erogaciones efectuadas a favor de personas que no 
tengan el carácter de trabajadores. En ese orden de ideas, los ingresos que obtengan una vez concluida la 
vida laboral, quienes no son trabajadores sino jubilados, con base en el contrato colectivo, no pueden 
estimarse como percepciones derivadas de una prestación de previsión social; de ahí que respecto de ellas 
aplica la exención hasta por el monto previsto en la fracción IV del artículo 93 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta y no por el total, en términos de la fracción VIII del mismo precepto. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 65/2022. 4 de mayo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Núñez Loyo. 
Secretaria: Elizabeth Vázquez Pineda. 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO (IVA). EL 
CÓMPUTO DEL PLAZO PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVOCACIÓN EN CONTRA DE SU 
NEGATIVA, INICIA A PARTIR DE QUE SE NOTIFICÓ LA RESOLUCIÓN CON LA QUE CONCLUYERON 
LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LA AUTORIDAD HACENDARIA PARA DETERMINAR SU 
PROCEDENCIA. 
 
Hechos: La parte quejosa interpuso recurso de revocación ante el Servicio de Administración Tributaria 
(SAT) en contra de los oficios en los que la autoridad fiscalizadora le comunicó que había concluido la visita 
domiciliaria, en cuya resolución negó su solicitud de devolución de saldo a favor por concepto de impuesto 
al valor agregado (IVA), la cual también le había sido notificada con anterioridad; el medio de defensa fue 
desechado por extemporáneo al considerarse que el plazo para impugnar la negativa de devolución corre a 
partir de que se le notificó la resolución con la que concluyó la visita domiciliaria que inició con motivo de 
dicha solicitud, en la que se fundó, motivó y negó la devolución, y no de la de los oficios referidos, pues en 
éstos únicamente se reiteró lo resuelto en aquélla. Inconforme, promovió juicio de nulidad en el que la Sala 
Regional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa reconoció la validez del desechamiento. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el cómputo del plazo para interponer el 
recurso de revocación contra la negativa de devolución de saldo a favor del impuesto al valor agregado 
inicia a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación de la resolución con la que concluyen 
las facultades de comprobación de la autoridad fiscal para determinar la procedencia de la solicitud relativa, 
al ser la que contiene expresamente dicha negativa y no a partir de los oficios informativos posteriores. 
 
Justificación: Lo anterior, porque el artículo 22 del Código Fiscal de la Federación regula la devolución de 
contribuciones, previendo la posibilidad de que la autoridad actúe oficiosamente, o bien, a instancia del 
contribuyente, a través de una solicitud, la que, una vez recibida, puede dar origen a dos procedimientos, a 
saber: a) el concerniente a aquel en que la verificación de la solicitud de devolución queda sujeta a los 
plazos y procedimientos previstos en su párrafo sexto; y, b) el relativo a aquel en el que, a efecto de verificar 
la procedencia del saldo a favor cuya devolución se solicita, la autoridad despliega el ejercicio de facultades 
de comprobación, en términos de los párrafos noveno, décimo, undécimo y décimo octavo del mismo 
artículo; entonces, si derivado de una solicitud de devolución de saldo a favor la autoridad fiscal determina 
ejercer las facultades de comprobación previstas en el precepto 22, en relación con el diverso 22-D, ambos 
del Código Fiscal de la Federación, deberá estarse a lo que se resuelva con motivo de la visita domiciliaria o 
de la revisión de gabinete, esto es, a la resolución que se emita conforme a la fracción VI del artículo 22-D 
referido. En ese contexto, la resolución que tiene el carácter de definitivo y que puede reclamarse en sede 
administrativa o jurisdiccional será aquella que se emite con motivo de la conclusión de las facultades de 
comprobación, no así una diversa posterior que sea de carácter informativo, pues no constituye la última 
resolución con la que culmina el procedimiento de devolución a que alude el artículo 22 del Código Fiscal de 
la Federación, ni con ella la autoridad refleja la última voluntad oficial, sino una reiteración de aquella con la 
que concluyeron las facultades de comprobación; por tanto, la fecha de notificación del oficio informativo 
que remite a la diversa resolución en la que expresamente se negó la devolución de saldo a favor, no debe 
considerarse para el cómputo del plazo de alguno de los medios de defensa, sino que será la notificación de 
la resolución definitiva la que servirá como base para interponer el recurso de revocación. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 436/2021. 21 de abril de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: David Cortés Martínez. 
Secretario: Jesús Ricardo Añorve Calzada. 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de octubre de 2022 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 


